AMBITO DE APLICACION DE LA LEY GENERAL
DE SUBVENCIONES (*)

FERNANDO LOPEZ RAMON
Catedratico de Derecho Administrativo
Universidad de Zaragoza

SUMARIO: 1. AMBITO COMPETENCIAL: A) Estado. B) Union Europea. C) Comunidades Au-
ténomas. D) Corporaciones Locales.—2. AMBITO SUBJETIVO: A) Administraciones territoriales.
B) Administraciones institucionales. C) Otras estructuras administrativas. D) Aplicabilidad
del Derecho Privado.—3. AMBITO MATERIAL: A) Concepto de subvencién. B) Exclusiones le-
gales.—4. AMBITO TEMPORAL: A) Derogaciones. B) Régimen transitorio.

El objeto del presente estudio es analizar el &mbito de aplicacién
de la Ley General de Subvenciones (Ley 38/2003, de 17 noviembre).
Segun el diccionario, la palabra 4mbito puede significar el «espacio
ideal configurado por las cuestiones y los problemas de una o varias
actividades o disciplinas relacionadas entre si». E1 &mbito de aplica-
cién de una norma viene dado por una serie de referencias compe-
tenciales, subjetivas, materiales y temporales.

En una primera aproximacion, tales elementos parecen facilmen-
te identificables en la Ley General de Subvenciones, teniendo en
cuenta que se trata de una Ley del Estado (competencia), aplicable a
las Administraciones Publicas (sujeto), para regular las subvenciones
(materia), desde una determinada fecha de entrada en vigor (tiem-
po). Sin embargo, en los cuatro &mbitos surgen cuestiones que con-
viene plantear.

1. AMBITO COMPETENCIAL

La Ley General de Subvenciones se presenta como norma de di-
recta e integra aplicacién a las subvenciones de la Administracién
del Estado y de las entidades vinculadas o dependientes de dicha Ad-
ministracién (disposiciéon final 1.2.2). Se suscitan algunos problemas
en relacién con las competencias de la Unién Europea, las Comuni-
dades Auténomas y las Corporaciones Locales. Antes de tratar por

(*) Este estudio forma parte de un libro colectivo de préxima publicacién titulado Co-
mentarios a la Ley General de Subvenciones, Valencia, Tirant lo Blanc.
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separado cada uno de esos ambitos competenciales, cabe hacer una
referencia a la ubicacién de la Ley en la evolucién de la legislacién
del Estado.

A) Estado

La Ley General de Subvenciones constituye un nuevo hito de un
sector de la legislacién estatal que en poco tiempo ha adquirido no-
table desarrollo. Hasta época reciente, las subvenciones contaban
casi exclusivamente con regulaciones sectoriales, en muchas oca-
siones de tipo reglamentario. Carecian de reglas comunes, con ex-
cepcién de las de tipo presupuestario, relativas a los procedimien-
tos de ordenacién de pagos, los mandamientos, las justificaciones,
las cuentas y otros extremos (p. ej.: RD de 24 mayo 1891, con nu-
merosas modificaciones). Durante mucho tiempo, practicamente la
Gnica cuestién objeto de una norma aplicable a todas las subven-
ciones fue la justificacién de los gastos objeto de subvencién. Asi, se
habia ordenado reglamentariamente, junto a mas previsiones, la in-
declinable exigencia de «acreditar en todo caso que ha sido ejecuta-
da la obra, realizado el servicio o cumplida la finalidad que haya
motivado la concesién» de la subvencién (Decreto 2784/1964, de 27
julio).

El establecimiento de un régimen general de las subvenciones se
inici6 realmente con la reforma de 1990 de la Ley General Presupues-
taria (por Ley 31/1990, de 27 diciembre: nuevos arts. 81 y 82). Dos
largos preceptos incluyeron reglas sobre competencia, beneficiarios,
bases reguladoras, entidades colaboradoras, principios de publici-
dad, concurrencia y objetividad, objeto y forma de las subvenciones,
causas y procedimiento de reintegro e infracciones administrativas.
La siguiente normativa general fue consecuencia del mandato de
adecuacién de los procedimientos administrativos a los contenidos
de la Ley del Procedimiento Administrativo Comun (1992: disposi-
cién adicional 3.%). En virtud de tal exigencia legal, se desarroll6 el
procedimiento de concesién de las subvenciones y ayudas estatales
(RD 2225/1993, de 17 diciembre): iniciacién, instruccién, resolucién
y terminacién convencional de los procedimientos administrativos en
la materia, asi como el control de subvenciones, fueron reglamenta-
riamente detallados. La dltima regulacién de las subvenciones se
contenia en el Reglamento de la Intervencién General del Estado (RD
2188/1995, de 28 diciembre): siguiendo las tradicionales pautas nor-
mativas del sector, en el mismo se incluyeron variadas normas rela-
cionadas con el control financiero de las subvenciones.
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La Ley General de Subvenciones ha venido a recoger, sistemati-
zar y ampliar buena parte de esas reglas comunes establecidas entre
los anos 1990 y 1995. La idea rectora de la nueva norma es continuar
aplicando los criterios de estabilidad presupuestaria pactados en la
Unién Europea y asumidos por nuestra legislacion (Ley 18/2001, de
12 diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria, y Ley Orgénica
5/2001, de 13 diciembre, complementaria de la anterior). Se preten-
de contribuir a ello mediante la racionalizacién del sistema econé-
mico en el sector de las subvenciones, de manera que se fortalezca
un «entorno de libre, visible y sana competencia» (Ley General de
Subvenciones: exposicién de motivos, I).

B) Unidén Europea

Dos son los tipos de subvenciones afectadas por el Derecho Co-
munitario europeo. De una parte, las subvenciones financiadas con
fondos comunitarios; de otra parte, las subvenciones nacionales que
pudieran afectar al Mercado Comun.

a) En relacién con las primeras, tras haber establecido con ca-
racter general que las subvenciones «se regirdn por esta Ley» (Ley
General de Subvenciones: art. 5.1), la misma Ley se ve obligada a
precisar que «las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la
Unién Europea se regiran por las normas comunitarias aplicables
en cada caso y por las normas nacionales de desarrollo o transposi-
cién de aquéllas» (Ley General de Subvenciones: art. 6.1). No podia
ser de otra manera, de conformidad con el principio de primacia co-
munitaria.

Incluso cabe afirmar que la normativa nacional de desarrollo o in-
corporacién del Derecho Comunitario no tiene el mismo rango que
éste, aunque otra cosa pudiera querer deducirse del tenor del precepto
legal citado. En realidad, el precepto, con esa referencia a las «normas
nacionales», parece que pretende cumplir una funcién delimitadora,
no ya frente a las «normas comunitarias», sino en relacién con la mis-
ma Ley General de Subvenciones y «las restantes normas de Derecho
Administrativo», que conforman el régimen juridico nacional de las
subvenciones (Ley General de Subvenciones: art. 5.1). Dicho de otra
manera, el objeto de la citada referencia legal a las «normas naciona-
les» pudiera consistir en deslegalizar el régimen de las subvenciones
financiadas con fondos comunitarios, permitiendo su regulacién por
«normas nacionales», expresién que incluye los reglamentos. La cues-
tién merece ser considerada con algtin detenimiento.
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En virtud de dicha deslegalizacién, en relacién con las subvencio-
nes financiadas con fondos comunitarios, cabria otorgar preferencia,
al margen de las regulaciones comunitarias beneficiadas del princi-
pio de primacia citado, a las regulaciones nacionales hechas por via
legal o reglamentaria. Asi, se establece que «los procedimientos de
concesién y de control de las subvenciones reguladas en esta Ley
tendran caracter supletorio respecto de las normas de aplicacién di-
recta a las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unién
Europea» (Ley General de Subvenciones: art. 6.2).

Ahora bien, la deslegalizacién sélo es posible en el &mbito de lo
que conocemos como la reserva formal de ley, esto es, en relacién
con la exigencia de rango legal derivada de la previa regulacién por
ley de una materia, pues la reserva establecida por ley se levanta
también por ley. No cabe, en cambio, llevar a cabo operaciones des-
legalizadoras en el Aambito de lo que se denomina la reserva material
de ley, es decir, con respecto a las exigencias constitucionales de re-
gulacién por ley de una materia, pues en otro caso se infringiria la
correspondiente regla constitucional, de manera que la reserva esta-
blecida por la Constitucién no puede levantarse por una ley.

Justamente esto ultimo es, sin embargo, lo que parece propiciar
la Ley General de Subvenciones, dado que su contenido debe enten-
derse sujeto a la reserva material de ley relativa al establecimiento de
la legislacién basica (art. 149.1.18.2 Constitucién). Dicha reserva
«material» de ley se postula en la jurisprudencia constitucional, al
adoptar la paradéjicamente denominada concepcién «formal» de lo
basico, que exige al Estado identificar formalmente la legislacién ba-
sica de su competencia, junto con su titulo habilitante, en una nor-
ma con rango de ley, sin perjuicio de los complementos normativos
que puedan establecerse en las normas reglamentarias de desarrollo
(SSTC 69/1988, de 19 abril, y 118/1998, de 4 junio, entre otras).

En la medida, por tanto, en que pudiera entenderse que el pre-
cepto citado (Ley General de Subvenciones: art. 6) permite descono-
cer por via reglamentaria los contenidos de la legislacién basica en la
materia, parece que se estd violando la correspondiente reserva ma-
terial de ley. Obsérvese que la deslegalizacién no parece circunscri-
birse a las regulaciones impuestas por el Derecho Comunitario, de
manera que la férmula legal permitiria desconocer por via reglamen-
taria cualquier contenido de la propia Ley General de Subvenciones
en relacién con las subvenciones financiadas con fondos comunita-
rios. Por afiadidura, debe destacarse que no habria razén derivada
de la primacia del Derecho Comunitario que permitiera al legislador
nacional desconocer con caracter general las reservas de ley conteni-
das en la Constitucién. Incluso por razones de urgencia seria preciso
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contar con la férmula constitucional del decreto-ley para regular ma-
terias reservadas a la ley.

Por otra parte, la férmula legal considerada plantea dudas bajo la
6ptica competencial. Ciertamente, por virtud del principio de prima-
cia del Derecho Comunitario, éste puede amparar excepciones al ré-
gimen de la legislacién basica, con independencia de que su plasma-
cién en la normativa nacional haya de respetar la reserva de ley
indicada. En cambio, en ausencia de normativa comunitaria de co-
bertura, ni aun por ley cabria desconocer las exigencias de la legisla-
cién basica, dado que ésta conforma en cada materia el «denomina-
dor normativo comtn» a todos los sujetos del ordenamiento,
incluido el propio Estado. Las modificaciones y excepciones de la le-
gislacién bdsica sélo son admisibles a través de esta misma legisla-
cién basica, en nuestro caso, mediante la reforma de la Ley General
de Subvenciones.

Hechas las consideraciones anteriores, en relacién con las subven-
ciones financiadas por fondos comunitarios, inicamente queda des-
tacar el establecimiento de un régimen legal para resolver el proble-
ma de la responsabilidad financiera derivada de la gestién de dichos
fondos (Ley General de Subvenciones: art. 7). El régimen consiste, de
una parte, en atribuir a la Administracién Publica competente (esta-
tal, autonémica o local) las responsabilidades derivadas de la aplica-
cién de las ayudas comunitarias (concepto méas amplio que el de sub-
venciones), en especial las relativas a la liquidacién de cuentas y a la
disciplina presupuestaria. De otra parte, se establece la competencia
de la Administracién del Estado, previa audiencia de la Administra-
cién concernida, para resolver concretamente sobre las responsabili-
dades financieras, autorizdndose que la Direccién General del Tesoro
y Politica Financiera lleve a cabo las compensaciones financieras que
procedan.

b) Las subvenciones estrictamente nacionales estdn sujetas a
las limitaciones previstas en el Tratado de la Comunidad Europea
(arts. 87-89). En realidad, las limitaciones comunitarias se refieren a
todo tipo de ayudas otorgadas por los Estados (por los poderes pu-
blicos, en general), incluyendo no sélo las subvenciones en sentido
estricto, sino todas las «ayudas otorgadas por los Estados o mediante
fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen fal-
sear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas o pro-
ducciones» (art. 87.1 del Tratado).

El punto de partida del Tratado es la incompatibilidad de las ayu-
das estatales con el Mercado Comun, «en la medida en que afecten a
los intercambios comerciales entre Estados miembros» (art. 87.1).
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No obstante, se prevé una lista de ayudas compatibles, debido a su
caracter social, a su relacién con desastres naturales o las necesida-
des derivadas de la unificacién alemana (art. 87.2). También hay otra
lista de ayudas que pueden ser compatibles con el Mercado Comun,
por razones de desarrollo regional, interés comun europeo, grave
perturbacién econémica de un Estado miembro, desarrollo de cier-
tas regiones o actividades, promocién cultural y otras causas que
determine el Consejo Europeo por mayoria cualificada a propuesta
de la Comisién (art. 87.3). En todo caso, los proyectos de ayudas
estatales deben someterse a la decisién de compatibilidad de la Co-
misién, que dispone de un poder de examen permanente, con posibi-
lidad de formular requerimientos de modificacién o supresién de
ayudas, bajo control ultimo del Tribunal de Justicia de la Comunidad
Europea (art. 88).

El anterior régimen comunitario es objeto de atencién en la nue-
va Ley, donde se establece la concentracién de competencias en el
Ministerio de Asuntos Exteriores para comunicar a las autoridades
comunitarias los proyectos de subvenciones afectados procedentes
de cualesquiera autoridades nacionales (Ley General de Subvencio-
nes: art. 9.1). Como légica defensa del régimen comunitario, se or-
dena que «en estos casos no se podra hacer efectiva una subvencién
en tanto no sea considerada compatible con el Mercado Comun»
(art. 9.1).

C) Comunidades Auténomas

La determinacién del &mbito competencial de la Ley General de
Subvenciones suscita, al menos, tres cuestiones en relacién con las
competencias autonémicas, sin perjuicio de otras, que iran saliendo
al hilo de los diferentes problemas objeto de analisis. La primera es
la relativa al fundamento constitucional de la misma existencia de
una legislacién general de subvenciones. La segunda se refiere al ré-
gimen de las subvenciones autondémicas, en caso de materias com-
partidas entre el Estado y las Comunidades Auténomas. La tercera
plantea la posible singularidad en esta materia de algunas Comuni-
dades Auténomas.

a) Buena parte de la Ley General de Subvenciones se considera
legislacién basica del Estado, tal y como en ella se establece expresa-
mente, reclamando ese caricter, en todo o en parte, para una serie
de preceptos legales (disposicién final 1.%.1). En consecuencia, cuan-
do estén considerados como bésicos, «los preceptos de esta Ley se-
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ran de aplicacién a la actividad subvencional de las Administracio-
nes de las Comunidades Auténomas» y de las entidades vinculadas o
dependientes de ellas (art. 3.3). Conviene tener en cuenta que el lista-
do de preceptos béasicos incluye nada menos que 41 de los 69 articu-
los de la Ley y dos de sus disposiciones adicionales. El caracter basi-
co se extiende incluso a las normas de desarrollo de la Ley, «cuando
constituyan el complemento necesario respecto a las normas que
tengan atribuida tal naturaleza conforme a la disposicién final 1.2»
(disposicién final 2.2).

Hasta la nueva Ley, no habia legislacién bésica de subvenciones.
Una competencia de ese tipo no esti explicitamente reservada al Es-
tado (art. 149 Constitucién). Tampoco reclamaban naturaleza basi-
ca ni la Ley General Presupuestaria (reforma de 1990: arts. 81 y 82),
ni el Reglamento de Procedimiento de Subvenciones (1993), ni el
Reglamento de la Intervencién General del Estado (1995). Esas re-
gulaciones estatales de las subvenciones estatales se apoyaban en la
competencia sobre la Hacienda General del Estado (art. 149.1.14.2
Constitucién). Pero su aplicacién a las subvenciones de las Comuni-
dades Auténomas tnicamente se producia, en caso de laguna del
correspondiente ordenamiento autonémico, por via supletoria (art.
149.3 Constitucién).

No deja de sorprender, en consecuencia, el hallazgo de una com-
petencia del Estado para establecer la legislacién basica de las sub-
venciones. Una competencia que se presenta con amplitud y pujan-
za, apoyada genéricamente en los titulos competenciales del Estado
sobre «bases y coordinacién de la planificacién general de la activi-
dad econémica» (art. 149.1.13.* Constitucién), «Hacienda General
del Estado» (art. 149.1.14.7 Constitucién), «bases del régimen juridi-
co de las Administraciones Publicas» y «procedimiento administrati-
vo comun» (art. 149.1.18.% Constitucién).

En la Ley no se especifica la correspondencia con los citados titu-
los competenciales de los distintos preceptos considerados legisla-
cién béasica. Sin embargo, todos los indicios llevan a pensar que la
declaracién de legislacién bésica se apoya preferentemente en las
competencias estatales sobre las bases del régimen juridico de las
Administraciones Publicas y el procedimiento administrativo comun
(art. 149.1.18.2 Constitucién). Asi, al evacuar el dictamen sobre el An-
teproyecto de Ley General de Subvenciones, el Consejo de Estado
aseguraba que ese titulo competencial «es el que esencialmente sirve
de base al Estado para dictar la Ley» (Dictamen de 26 junio 2003, ex-
pediente 1756/2003: IV.A). La propia exposicién de motivos de la Ley
confirma tal planteamiento, al decir que «la ordenacién de un régi-
men juridico comun en la relacién subvencional constituye una fina-
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lidad nuclear que se inspira directamente en el articulo 149.1.18.% de
la Constitucién» (Ley General de Subvenciones: exposicién de moti-
vos, I).

La Ley se presenta, pues, formalmente como norma de desarrollo
de las materias reservadas al Estado en el articulo 149.1.18.2 de la
Constitucién. En ella se explica incluso la correspondencia genérica
con esas materias de las cuestiones consideradas basicas. Por una
parte, «en virtud de la competencia de las bases del régimen juridico
de las Administraciones... el Estado puede establecer principios y re-
glas basicas sobre aspectos organizativos y de funcionamiento de to-
das las Administraciones»; por otra parte, «en materia de procedi-
miento administrativo comun... se han incluido los principios y
normas que prescriben la forma de elaborar los actos, los requisitos
de validez y eficacia, los modos de revisiéon y de ejecucion de los ac-
tos administrativos, incluyendo las garantias generales de los parti-
culares en el seno del procedimiento» (Ley General de Subvenciones:
exposicién de motivos, I). Las anteriores justificaciones, que figura-
ban ya en el Anteproyecto de Ley General de Subvenciones, fueron
notablemente potenciadas por el Consejo de Estado, que promovié
incluso la atribucién de carécter basico a preceptos sobre el procedi-
miento de concesién y gestién de subvenciones (Ley General de Sub-
venciones: arts. 22, 29, 30 y 31), con el argumento de «que afectan a
la esfera de derechos e intereses de los administrados» (Dictamen de
26 junio 2003: IV.A.1).

De aceptarse esta argumentacion, cabria esperar la paulatina
aprobacién por el Estado de una serie de regulaciones de distintos ti-
pos de actuacién administrativa, afectando notablemente a las com-
petencias sectoriales de las Comunidades Auténomas. No dejaria de
llamar la atencién que, junto a la legislacién basica sobre actuacio-
nes administrativas objeto de especial consideracién constitucional,
como los contratos y las concesiones administrativas, el Estado estu-
viera también legitimado para aprobar legislacién basica sobre otras
actuaciones administrativas no reservadas especificamente a su
competencia, como las subvenciones o las autorizaciones. Parece,
asi, cuestionarse la doctrina constitucional que reserva a las Comu-
nidades Auténomas la regulacién de los procedimientos administra-
tivos especiales relativos a las materias de su competencia (STC
227/1988, de 29 noviembre, recurso contra la Ley de Aguas: FJ 32.°).
Doctrina que no impide, ciertamente, reconocer la existencia de un
régimen organizativo y procedimental comtn de las Administracio-
nes Publicas, en especial para las cuestiones que inciden en la «acti-
vidad externa» de éstas; siempre y cuando esté claro que, en todo
caso, tal régimen administrativo comin se encuentra estrictamente
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limitado a los «elementos esenciales» (STC 50/1999, de 6 abril, recur-
so contra la Ley de Régimen Juridico de las Administraciones Publi-
cas y del Procedimiento Administrativo Comun).

Especialmente discutible parece el apoyo en la jurisprudencia
constitucional, buscado por el mismo Consejo de Estado, para la
consideracién como bésicos de diversos contenidos del régimen san-
cionador (Dictamen de 26 junio 2003: IV.A.2). Con tal fundamento se
declaran bésicos los tipos de ilicitos administrativos, los criterios
para calificar su gravedad y los limites maximos y minimos de las
sanciones (Ley General de Subvenciones: arts. 52 a 59, 65y 67 a 69).

Sin entrar ahora con detalle en la problematica competencial de
la Ley General de Subvenciones, cabe aqui destacar el caracter nota-
blemente especulativo de la argumentacién desenvuelta tanto por el
Consejo de Estado como por el legislador. En uno y otro caso, las ci-
tas de la jurisprudencia constitucional aparecen desligadas de su
contexto. Es cierto que esa jurisprudencia ha admitido que el Estado
puede regular, por virtud de sus competencias bésicas, los tipos de
ilicitos administrativos, los criterios para la calificacién de su grave-
dad y los limites maximos y minimos de las correspondientes sancio-
nes «con la finalidad de garantizar unos minimos de proteccién co-
mun a todo el territorio nacional». Pero no puede menos de
constatarse que tal reconocimiento tinicamente se ha hecho dentro
de las competencias reservadas al Estado sobre una materia, como
pueden ser las bases de la ordenacién del crédito (art. 149.1.11.2
Constitucién y STC 48/1988, de 22 marzo, recurso contra las Leyes
de Catalufia y de Galicia sobre Cajas de Ahorro), la legislacién de
aguas (art. 149.1.22.* Constitucién y STC 17/1990, de 7 febrero, re-
curso contra la Ley de Canarias de Aguas) o la legislacién basica so-
bre medio ambiente (art. 149.1.23.% Constitucién y STC 156/1995, de
26 octubre, recurso contra la Ley de Pais Vasco de la Reserva de Ur-
daibai). Cosa muy diferente seria permitir directamente, como se
pretende en la Ley General de Subvenciones, el establecimiento por
el Estado de un régimen sancionador basico en cualquier materia.

b) Nuevos problemas surgen bajo la éptica de la distribucién de
competencias sobre los distintos sectores materiales. Concretamen-
te, a raiz de la declaracién legal haciendo «igualmente aplicable esta
Ley a las subvenciones establecidas en materias cuya regulacién ple-
na o basica corresponda al Estado y cuya gestién sea competencia
total o parcial de otras Administraciones Publicas» —Ley General de
Subvenciones: art. 3.4.a)—. ¢Se aplica integramente la Ley a estas
subvenciones o tinicamente sus preceptos incluidos en la legislacién
basica?
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El adverbio «igualmente», con el que se inicia la norma, invita a
pensar que la aplicacién de la Ley se produce en los mismos térmi-
nos del parrafo anterior del precepto, donde se declara aplicable la
Ley a las subvenciones autonémicas «de acuerdo con lo establecido
en la disposicién final 1.», esto es, diferenciando entre los preceptos
incluidos en la legislacién basica y los restantes de mera aplicacién
supletoria (art. 3.3). Sin embargo, antes de llegar a tal conclusioén,
conviene tener presente que el adverbio citado se refiere también a
otras subvenciones, al haberse establecido que «sera igualmente apli-
cable esta Ley a aquéllas [subvenciones] en cuya tramitacién inter-
vengan organos de la Administracién del Estado... conjuntamente
con otras Administraciones, en cuanto a las fases del procedimiento
que corresponda gestionar a dichos érganos» —art. 3.4.b)—. En este
segundo caso, parece seguro que el adverbio «igualmente» significa
la plena aplicacién de la Ley, no sélo de sus elementos basicos, pues
se refiere a las fases del procedimiento gestionadas por la Adminis-
tracion del Estado.

La literalidad de la norma, en consecuencia, permitiria entender
que las subvenciones autonémicas y locales, cuando la regulacién
plena o basica de la materia corresponde al Estado, deben ajustarse
completamente a la Ley General de Subvenciones. Tal solucién, sin
embargo, habria de estimarse incompatible con las competencias au-
tonémicas de desarrollo legislativo, ejecucién e incluso de mera ges-
tién de las subvenciones, segtn la jurisprudencia constitucional. En
efecto, tratdndose de materias objeto de competencias compartidas
entre el Estado y las Comunidades Auténomas, la legislaciéon estatal
debe siempre dejar un margen para la regulacién autonémica de las
subvenciones (STC 13/1992, de 6 febrero). Un margen de competen-
cia autonémica que serd mas amplio si el Estado sélo es competente
para fijar las bases de la materia, debiendo en todo caso respetar la
potestad de autoorganizacién de la Comunidad Auténoma (STC
71/1997, de 10 abril).

¢) Por altimo, en relacién con las Comunidades Auténomas, una
incégnita parecen anadir las normas legales que reclaman expresa-
mente el respeto del régimen foral de Navarra (Ley General de Sub-
venciones: disposicién adicional 21.?), del Estatuto de Autonomia del
Pais Vasco y del régimen de los Territorios Histéricos del mismo Pais
Vasco (disposicién adicional 22.%). No se comprende cuél pueda ser la
razén de estas citas. Si se descarta que quiera significarse la falta de
respeto a los restantes Estatutos de Autonomia, ¢acaso pudiera enten-
derse que el régimen foral de concierto econémico excluye o limita la
aplicacién de la legislacién bésica sobre subvenciones?
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D) Corporaciones Locales

En el Derecho Administrativo tradicional, la tinica aproximacién
a un régimen general de subvenciones podia encontrarse, en rela-
cién con las subvenciones locales, en el Reglamento de Servicios de
las Corporaciones Locales (1955: arts. 23 a 29). No obstante, las
cuestiones procedimentales eran objeto de una amplia remisién al
Reglamento de Contratacién, con una sencilla aplicacién del crite-
rio de la licitacién a la baja sobre la cuantia de las subvenciones
(art. 23.2). Entrando en elementos estructurales, muy ligados a la
amplia recepcién de la teoria francesa del servicio publico, se auto-
rizaba el otorgamiento de subvenciones tinicamente para completar
o suplir servicios locales, previa demostracién en el expediente de la
imposibilidad de usar otra modalidad de prestacién del servicio o la
mayor carga econémica que ello ocasionaria (art. 25). Ademas, las
subvenciones se sujetaban a limites variados, como la prohibicién
de que su cuantia excediera de la mitad del coste de la actividad
subvencionada (art. 26.1.4.%). Por supuesto, se reconocia la potestad
administrativa de comprobar la inversién efectiva al fin previsto de
la subvencién, incluyendo la potestad de reintegro en caso de in-
cumplimiento (art. 26.2).

La nueva Ley nada indica sobre la vigencia de la anterior regula-
cién reglamentaria, a pesar de que vienen planteandose problemas
por la incidencia de las Leyes Basica del Régimen Local (1985), de
Haciendas Locales (1988) y de Contratos de las Administraciones
Publicas (1995-2000), entre otras. Al preverse la directa aplicacién de
la nueva legislacién a la Administracién Local (Ley General de Sub-
venciones: disposicién final 1.2.2.1), parecia légico pensar en una
amplia sustitucién por la Ley de los preceptos reglamentarios cita-
dos; aunque es posible que el legislador haya preferido dejar a una
futura reglamentacién el reemplazo del viejo Reglamento de Servi-
cios en esta materia. No cabe desconocer, en tal sentido, que esta
prevista la adaptacién reglamentaria de la nueva normativa «a las
condiciones de organizacién y funcionamiento de las Corporaciones
Locales» (Ley General de Subvenciones: disposicién adicional
14.2.1). Se aclara también que la competencia para el control finan-
ciero de las subvenciones locales pertenece a la Intervencién Local
correspondiente y al Tribunal de Cuentas (disposicién adicional
14.2.2), aunque con aplicacién de las reglas de la nueva Ley sobre el
objeto del control financiero (disposicién adicional 14.2.3).

De cualquier manera, la aplicacién completa y directa de la Ley
General de Subvenciones a las subvenciones locales parece que sélo
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seria posible en Comunidades Auténomas sin competencias en mate-
ria de régimen local. Circunstancia que en la actualidad no concurre
en ninguna Comunidad Auténoma, dado que todas ellas tienen atri-
buidas competencias sobre el régimen local. En consecuencia, resul-
ta légico estimar que la normativa de aplicacién inexcusable a todas
las Corporaciones Locales es la incluida en la legislacién basica (Ley
General de Subvenciones: disposicién final 1.2.2.2). Al margen, por
supuesto, del efecto supletorio de la nueva Ley mientras no exista le-
gislacién autonémica aplicable.

2. AMBITO SUBJETIVO

Se someten a la Ley General de Subvenciones tinicamente las
subvenciones otorgadas por las Administraciones Publicas (art. 3).
Junto a las Administraciones territoriales, problematica resulta la
identificacién del Ambito subjetivo de la Ley en relacién con las Ad-
ministraciones institucionales, de un lado, y con respecto a otras
estructuras administrativas. Sobre todas ellas rige un orden legal de
prelacién de fuentes, que concluye reclamando la aplicabilidad del
Derecho Privado, cuestién que debe ser también analizada, pues
implica una suerte de delimitacién negativa del &mbito subjetivo de
la Ley.

A) Administraciones territoriales

En principio, esté clara la aplicacién de la Ley General de Sub-
venciones a la Administracién del Estado y a las Administraciones
Autonémicas y Locales, puesto que estas Administraciones territo-
riales se incluyen directamente en el concepto legal de Administra-
ciones Publicas (art. 3.1). No obstante, conviene tener presentes las
conclusiones del epigrafe anterior, puesto que la falta de competen-
cia del Estado para establecer, en todo o en parte, la legislacién ba-
sica o plena de las subvenciones determina la correlativa restriccién
del A&mbito subjetivo de la Ley, sin perjuicio de su aplicacién suple-
toria.

En consecuencia, inicamente las subvenciones gestionadas por
la Administracién del Estado aparecen directa y plenamente someti-
das a la totalidad de las reglas de la Ley General de Subvenciones.
Las subvenciones de las Administraciones Autonémicas y Locales
s6lo parecen sujetarse directamente a los preceptos de la Ley decla-
rados legislacién béasica (art. 3.3 y disposicién final 1.2.1), resultando
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los restantes contenidos de la misma de aplicacién supletoria en el
caso de laguna del ordenamiento autonémico (art. 149.3 Constitu-
cién).

B) Administraciones institucionales

La aplicacién de la Ley General de Subvenciones a las Adminis-
traciones de tipo institucional (art. 3.2: «organismos y demas entida-
des de Derecho Publico con personalidad juridica propia vinculadas
o dependientes de cualquiera de las Administraciones Publicas») est4
sujeta a los indicados condicionantes competenciales, siéndoles de
aplicacién el mismo régimen juridico competencial de la Adminis-
tracién territorial a la que se vinculan o de la que dependen. Se acla-
ra legalmente que a las entidades gestoras y servicios comunes de la
Seguridad Social «les serdn de aplicacién las previsiones de esta Ley
en los mismos términos que a los organismos auténomos» (disposi-
cién adicional 7.2).

El sometimiento a la Ley General de Subvenciones de las subven-
ciones otorgadas por las Administraciones institucionales esta legal-
mente limitado, «en la medida en que las subvenciones que otorguen
sean consecuencia del ejercicio de potestades administrativas» (art.
3.2.1). En cambio, «al resto de las entregas dinerarias sin contrapres-
tacién» realizadas por las Administraciones institucionales «que se
rijan por Derecho Privado», inicamente les «seran de aplicacién los
principios de gestién contenidos en esta Ley y los de informacién»
(art. 3.2.2) Referencias ambas a las que cabe conceder gran impor-
tancia, en relacién con el fenémeno de la llamada «huida del Dere-
cho Administrativo».

Se transcribe en la Ley General de Subvenciones la férmula em-
pleada para sujetar al Derecho Administrativo la actividad de las Ad-
ministraciones institucionales; sujecién que ha de producirse «cuan-
do ejerzan potestades administrativas, sometiéndose en el resto de
su actividad a lo que dispongan sus normas de creacién» (Ley de Ré-
gimen Juridico de las Administraciones Publicas y del Procedimiento
Administrativo Comun, 1992: art. 2.2). La expresién, que trata de in-
dicar la necesaria observancia del Derecho Administrativo frente al
citado fenémeno de la «<huida» del mismo, ha sido utilizada también
en relacién con las entidades publicas empresariales (Ley de Organi-
zacién y Funcionamiento de la Administracién General del Estado,
1997: arts. 53.2, 54.1 y 60.1). En cambio, se manifiesta neutral a este
respecto la regla que somete al control jurisdiccional contencioso-
administrativo «la actuacién de las Administraciones Publicas sujeta
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al Derecho Administrativo» (Ley Jurisdiccional, 1998: art. 1.1), pues-
to que s6lo conlleva una remisién a las normas que, como las previa-
mente citadas, establecen la sujecién de las Administraciones al De-
recho Administrativo.

Las diversas exigencias legales de sometimiento del ejercicio de
las potestades administrativas al Derecho Administrativo adquieren,
pues, enorme trascendencia. De tales exigencias deriva, en buena
medida, el grado de «administrativizacién» del sector publico. Para
su aplicacién, un problema relevante es identificar lo que sean (o lo
que deban ser) las potestades administrativas, cuestién que no esta
clara.

En una primera aproximacién histérica y conceptual, la potestad
administrativa se identificé atendiendo al criterio de la existencia de
prerrogativas de poder publico en una determinada actividad. Tal era
la vieja distincién del contencioso-administrativo francés entre los
actos de autoridad (sujetos al control de la jurisdiccién administrati-
va ejercida por el Consejo de Estado) y los actos de gestién (someti-
dos a la jurisdiccién ordinaria correspondiente a los tribunales civi-
les). La potestad administrativa se encontraba alli donde se ejercian
funciones de autoridad, manifestadas mediante prerrogativas, expre-
sando superioridad, como atributo del poder publico.

Sin embargo, segiin se recuerda en los manuales de Derecho Ad-
ministrativo, la distincién entre actos de autoridad y actos de ges-
tién, como criterio de la misma biparticién jurisdiccional, se aban-
doné, dado que dificilmente permitia incluir las actuaciones de la
llamada Administracién prestacional y de fomento. Las actividades
administrativas de servicio publico o de subvencién, en efecto, no se
presentan con el caracter de autoridad. La recepcién de la prestacién
no se impone normalmente con caracter forzoso, ofreciéndose, en
cambio, aquélla para su libre aceptacién por los destinatarios, como
consecuencia de la voluntaria adhesién a los fines de interés publico
que determinan la actividad administrativa. El concepto de potestad
administrativa se manifiesta, en consecuencia, equivalente al de ca-
pacidad juridico-publica de la Administracién. La potestad es la me-
dida de poder publico que otorga el ordenamiento juridico a la Ad-
ministracién para actuar en un determinado 4mbito.

Régimen administrativo y potestad administrativa son dos con-
ceptos que interactiian el uno sobre el otro: el primero, imponiendo
formas, procedimientos; la segunda, determinando materias, capaci-
dades; unidos ambos por medio del objetivo comtn, el interés publi-
co. Es el interés publico el hilo conductor, tanto de las exigencias for-
males del Derecho Administrativo como del otorgamiento de las
capacidades de actuacién publica en que consisten las potestades ad-
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ministrativas. Asi se manifiesta en la legislacién de contratos admi-
nistrativos, cuando se establece, como dato determinante de la apli-
cacion del Derecho Administrativo a la contratacién de las Adminis-
traciones institucionales, «que hayan sido creadas para satisfacer
especificamente necesidades de interés general que no tengan carac-
ter industrial o mercantil» —Texto Refundido de la Ley de Contratos
de las Administraciones Publicas, 2000: art. 1.3.a)—.

En el anterior contexto, la exigencia de la Ley General de Subven-
ciones de aplicar el Derecho Administrativo a las subvenciones que
«sean consecuencia del ejercicio de potestades administrativas» (art.
3.2.1) sirve para probar la identificacion entre potestades y capacida-
des. La subvencién, en efecto, nunca puede ser de recepcién obliga-
toria ni manifestacién de los medios de la policia administrativa. Por
tanto, la identificacién de potestades administrativas en la misma
forzosamente ha de hacer referencia a elementos diversos de la auto-
ridad y la prerrogativa. Como se ha indicado, la Administracién dis-
pondra de potestades administrativas para subvencionar cuando
cuente con capacidad juridico-publica para ello, otorgada por la nor-
ma que corresponda, conforme al principio de legalidad.

Por otra parte, conviene también precisar que la existencia de ca-
pacidad juridico-publica, de potestad administrativa sujeta precisa-
mente al régimen administrativo, es una exigencia derivada de la
identificacién de un interés publico. Exigencia ésta cuyo apoyo nor-
mativo cabe hacer partir de la referencia en la Ley General de Sub-
venciones «al resto de las entregas dinerarias sin contraprestacién»,
que pueden realizar las Administraciones institucionales sujetas al
Derecho Privado (art. 3.2.2). Tales entregas dinerarias, en régimen de
Derecho Privado, se corresponden con el concepto de donacién,
como «acto de liberalidad por el cual una persona dispone gratuita-
mente de una cosa a favor de otra, que la acepta» (Cédigo Civil: art.
618). Por tanto, las Administraciones institucionales sélo podran
realizar donaciones juridico-privadas cuando su creacién obedezca a
estrictas razones industriales o mercantiles, ajenas al interés general,
de acuerdo con la férmula antes transcrita de la legislacién de con-
tratos administrativos —Texto Refundido de la Ley de Contratos de
las Administraciones Publicas, 2000: art. 1.3.a)—. Y, aun en tal su-
puesto, la Ley General de Subvenciones, al margen de imponer la
aplicacién de los principios de gestion de la misma Ley, establece
que «las aportaciones gratuitas habran de tener relacién directa con
el objeto de la actividad contenido en la norma de creacién o en sus
estatutos» (mismo art. 3.2.2).
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C) Otras estructuras administrativas

Las anteriores limitaciones debieran servir para interpretar el al-
cance del sometimiento al Derecho Privado, sin perjuicio de aplicar
los principios legales de gestién e informacién, de «las entregas dine-
rarias sin contraprestacién que realicen las fundaciones del sector
publico» (Ley General de Subvenciones: disposicién adicional 16.?).
Baste, en tal sentido, con indicar que esa regla no puede servir ni
para descartar la integra aplicacién del régimen administrativo en el
ejercicio de potestades administrativas ni para dejar de configurar
una potestad administrativa alli donde esté presente un interés pu-
blico.

Tal planteamiento esta recogido en la Ley, para las subvenciones
«que se otorguen por consorcios, mancomunidades u otras personi-
ficaciones publicas creadas por varias Administraciones Publicas u
organismos o entes dependientes de ellas», asi como para «las sub-
venciones que deriven de convenios formalizados» entre esas Admi-
nistraciones. Todas las subvenciones otorgadas por esas variadas
personificaciones o convenios interadministrativos «se regularan de
acuerdo con lo establecido en el instrumento juridico de creacién o
en el propio convenio que, en todo caso, deberan ajustarse a las dis-
posiciones contenidas en esta Ley» (Ley General de Subvenciones:
art. 5.2).

D) Aplicabilidad del Derecho Privado

Como estamos viendo, el 4&mbito subjetivo de la Ley General de
Subvenciones tanto viene determinado positivamente, por la identifi-
cacién de las Administraciones Publicas sujetas a dicha Ley, como
negativamente, por el sometimiento a Derecho Privado de activida-
des materialmente subvencionales de algunas Administraciones Pu-
blicas. Interesa, en consecuencia, incluir dentro de las referencias al
ambito subjetivo la cuestién general de la aplicabilidad del Derecho
Privado en esta materia.

Las subvenciones otorgadas por las Administraciones Publicas se
someten a un orden de prelacién de fuentes legalmente establecido,
en el que se contempla la posible aplicacién del Derecho Privado.
Asi, se dispone que «se regiran por esta Ley y sus disposiciones de
desarrollo, las restantes normas de Derecho Administrativo y, en su
defecto, se aplicaran las normas de Derecho Privado» (art. 5.1).

Sorprende la llamada, aunque sea con caracter supletorio, al De-
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recho Privado en una materia tan alejada del mismo como son las
subvenciones. Las remisiones de la legislacién administrativa a la ci-
vil tienen sentido cuando existen fuertes conexiones, de tipo tempo-
ral y conceptual, entre las instituciones de ambas ramas, como pue-
de suceder, con caracter general, en materia de contratos (Texto
Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Publicas,
2000: art. 7.1) o de aguas (Texto Refundido de la Ley de Aguas, 2001:
disposicién final 1.%) y, con carécter particular, siempre que la legis-
lacién administrativa emplee conceptos civiles. Sin embargo, tales
remisiones carecen de alcance préctico y no hacen sino producir
confusién cuando se refieren a instituciones propias del Derecho Ad-
ministrativo, carentes de las indicadas conexiones con el Derecho
Privado.

Ciertamente, existen precedentes significativos de este tipo de re-
misiones legales. El mas conocido, en el Cédigo Civil (art. 4.3: «Las
disposiciones de este Cédigo se aplicardn como supletorias en las
materias regidas por otras leyes»), dentro de su titulo preliminar, ti-
tulo que es aplicable directamente para regular la aplicacién y efica-
cia de todo tipo de normas juridicas, salvo naturalmente que una ley
posterior haya establecido otra cosa. También se encuentran férmu-
las legales similares en la Ley General Presupuestaria (art. 1.2: «Ten-
dran carécter supletorio las demas normas del Derecho Administra-
tivo y, a falta de éstas, las del Derecho Comun») o en la Ley General
Tributaria (art. 9.2: «Tendran caracter supletorio las disposiciones
generales del Derecho Administrativo y los preceptos del Derecho
Comun»).

Suele entenderse que, antes de acudir a la aplicacién supletoria
por analogia de las instituciones privadas, deben agotarse las posibi-
lidades de rellenar la laguna relativa a la institucién administrativa,
mediante la aplicacién de los principios generales del propio Dere-
cho Administrativo. También cabria pensar que en estas férmulas le-
gales se establece la supletoriedad del Derecho Privado en relacién
exclusivamente con las instituciones privadas. De esta manera, la
funcion de las llamadas a la aplicacién supletoria del Derecho Priva-
do consistirfa en permitir una definicién propia, a efectos adminis-
trativos, de las instituciones privadas, como se hace frecuentemente,
por ejemplo, en la legislacién tributaria.

En definitiva, escaso parece ser el &mbito de aplicabilidad del De-
recho Privado a las subvenciones de las Administraciones Publicas,
derivado del orden legal de prelaciéon de fuentes establecido en la
Ley General de Subvenciones (art. 5.1). Las exigencias y garantias
del Derecho Administrativo no pueden dejar de manifestarse alli
donde una Administracién Publica otorga una subvencién.
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3. AMBITO MATERIAL

El ambito material de la Ley son las subvenciones, cuyo concepto
ha venido suscitando planteamientos doctrinales no coincidentes.
A continuacién se expone el concepto legal de subvencién y sus ex-
cepciones.

A) Concepto de subvencion

El concepto de subvencién ha motivado interesantes posturas
doctrinales. German FERNANDEZ FARRERES (La subvencion: concepto y
régimen juridico, Madrid, IEF, 1983) mantuvo que la subvencién es
un acto administrativo de atribucién patrimonial a fondo perdido y
afectado. En cambio, José Manuel Diaz LEMA (Subvenciones y crédito
oficial en Esparia, Madrid, IEF, 1985) se mostré partidario de em-
plear la categoria mas amplia de la subvencién a la economia, como
medida de fomento que incluye el crédito oficial pero excluye las
subvenciones de tipo cultural, educativo o social.

La Ley General de Subvenciones parece optar por un concepto
restringido, similar al primero de los citados. Define la subvencién
como «toda disposicién dineraria» realizada por una Administraciéon
Publica «a favor de personas publicas o privadas», que cumpla los si-
guientes requisitos (art. 2.1):

«a) Que la entrega se realice sin contraprestacién
directa de los beneficiarios.

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de
un determinado objetivo, la ejecucién de un proyecto,
la realizacién de una actividad, la adopcién de un com-
portamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o
]la concurrencia de una situacién, debiendo el benefi-
ciario cumplir las obligaciones materiales y formales
que se hubieran establecido.

¢) Que el proyecto, la accién, conducta o situacién
financiada tenga por objeto el fomento de una activi-
dad de utilidad publica o interés social o de promocién
de una finalidad publica».

Quedan fuera de la definicién legal variadas medidas de fomento,
como los beneficios tributarios (exenciones, bonificaciones, descuen-
tos, desgravaciones...), los avales y préstamos puiblicos y, por supues-
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to, las subvenciones privadas, como las establecidas en los fondos de
compensacion de ciertos sectores econémicos. Sobre algunas figuras
no incluidas en el concepto, sin embargo, algo se prevé en la Ley Ge-
neral de Subvenciones.

Determinadas ayudas en especie, se supone que realizadas por las
Administraciones Publicas, habran de regirse por la Ley General de
Subvenciones. Con carécter general, las ayudas en especie «se regi-
ran por la legislacién patrimonial» (disposicién adicional 5.2.1), aun-
que «en todo caso, la adquisicién se sometera a la normativa sobre
contratacién de las Administraciones Publicas» (disposicién adicio-
nal 5.2.3). Pero «cuando la ayuda consista en la entrega de bienes, de-
rechos o servicios cuya adquisicién se realice con la finalidad exclu-
siva de entregarlos a un tercero», se dispone la aplicacién de la
misma Ley, «en los términos que se desarrollen reglamentariamente»
(disposicién adicional 5.2.2).

Se prevé la aplicacién supletoria de la Ley General de Subvencio-
nes a los créditos otorgados a particulares por las Administraciones
Publicas sin interés, o con interés inferior al de mercado. Aunque, en
realidad, tal aplicacién supletoria se limita con arreglo a criterios de
analogia, pues afecta a «las prescripciones de esta Ley que resulten
adecuadas a la naturaleza de estas operaciones», citdndose en parti-
cular «los principios generales, requisitos y obligaciones de benefi-
ciarios y entidades colaboradoras, y procedimiento de concesién»
(disposicion adicional 6.7). Al final, pues, parece que la aplicacién su-
pletoria de la Ley se limita a muy concretos preceptos legales (arts.
11 a 15y 22 a 28), por lo cual, como este tipo de concreciones siem-
pre esta sujeto a dudas, hubiera sido preferible precisar en la misma
Ley los preceptos afectados.

No obstante, conviene destacar que en otro lugar de la Ley Ge-
neral de Subvenciones los préstamos con intereses subvenciona-
dos parecen configurarse como subvenciones y, en consecuencia,
sujetos por completo a la Ley. Asi, al excluirse el crédito oficial del
concepto legal de subvencién, se dejan a salvo «los supuestos en
que la Administracién Publica subvencione al prestatario la totali-
dad o parte de los intereses u otras contraprestaciones de la opera-
cién de crédito» —art. 2.4.h)—. En consecuencia, se llega a una si-
tuacién antinémica, pues mientras en un precepto la Ley reclama
su propia aplicacién supletoria a los préstamos con intereses sub-
vencionados (disposicién adicional 6.%), en otro, al no excluir a és-
tos del concepto de subvencién, los sujeta enteramente a la Ley
General de Subvenciones —art. 2.4.h)—. ;:Habra de prevalecer esta
ultima regla, al formar parte de la legislacién bésica (disposicion
final 1.2.1)?
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B) Exclusiones legales

El concepto legal de subvencién adquiere una notable compleji-
dad como consecuencia del entramado de exclusiones, totales o par-
ciales, que se contiene en la propia Ley General de Subvenciones.
Las exclusiones se encuentran en el mismo precepto que establece el
concepto legal de subvencién (art. 2), en otro que lleva el rétulo de
«exclusiones del dmbito de aplicacién de la Ley» (art. 4), participan-
do esos dos preceptos del caracter de legislacién béasica, y en diversas
disposiciones adicionales no consideradas legislacién basica.

Tras el establecimiento del concepto de subvencién, la primera
exclusién legal se refiere a «las aportaciones dinerarias entre diferen-
tes Administraciones Publicas destinadas a financiar globalmente la
actividad de cada ente en el &mbito propio de sus competencias»
(art. 2.2). Mediante estas transferencias de crédito no afectadas, suje-
tas a la legislacién presupuestaria, se completa la financiacién de
Comunidades Auténomas y Corporaciones Locales sin afectar a su
autonomia de gasto.

En segundo lugar, se excluyen las cuotas que las entidades locales
pagan a las asociaciones constituidas para la proteccién y promo-
cién de sus intereses comunes (art. 2.3). Supuesto que quiza podria
entenderse que en ningin caso cabria incluir en el concepto legal de
subvencion, al conllevar una contraprestacién, consistente en los be-
neficios derivados de la pertenencia a la asociacién.

En el mismo precepto, donde se contiene el concepto legal de
subvencién, figura también un listado final de variadas entregas de
dinero a particulares, que resultan excluidas de la Ley (art. 2.4). Son
las prestaciones contributivas y no contributivas de la Seguridad So-
cial y las asimilables, como las pensiones, prestaciones y ayudas a
espafioles residentes en el extranjero, afectados por virus de inmuno-
deficiencia humana, sindrome téxico, hemofilia, hepatitis C, minus-
validos, clases pasivas del Estado, pensiones de guerra, de terroris-
mo y del Fondo de Garantia Salarial. Se excluyen asimismo los
beneficios fiscales y en la cotizacién de la Seguridad Social, asi
como, en los términos problematicos ya expuestos, el crédito oficial.

En el titulo preliminar la Ley contiene otras exclusiones totales
de su Ambito de aplicacién. Asi sucede con los premios otorgados sin
previa solicitud del beneficiario, las subvenciones electorales y las
otorgadas a partidos politicos, grupos parlamentarios estatales y au-
tonémicos y/grupos politicos de las Corporaciones Locales (art. 4).

En las djsposiciones adicionales de la Ley General de Subvencio-
nes, ya sin carécter de legislacién bésica, hay también regimenes
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particulares de subvenciones, que resultan integramente respetados,
determinando la correlativa limitacién de su 4mbito de aplicacién
material. Cabe citar las extranas «ayudas que se establezcan en las
declaraciones de impacto ambiental», rotuladas contradictoriamen-
te como «planes de aislamiento actstico», que se regirdn por «su
propia normativa» (disposicién adicional 12.*). Lo mismo ocurre
con las subvenciones del Banco de Espafia, merecedor, al parecer,
de la ultraactividad de la normativa de subvenciones derogada, pues
«se regira en la materia objeto de regulacién de esta Ley por la nor-
mativa vigente con anterioridad a su entrada en vigor» (disposicién
adicional 19.%).

A veces, se establecen pequenas especialidades. Pueden citarse las
relativas al plazo para resolver y notificar subvenciones del Instituto
para la Reestructuracion de la Minerfa del Carbén (disposicién adi-
cional 9.2.2), al régimen de subcontratacién de la actividad subven-
cionada en el Plan de Consolidacién y Competitividad de la Pequefia
y Mediana Empresa (disposicién adicional 9.%.3) o al recurso de alza-
da contra resoluciones del Instituto Nacional de Empleo en los pro-
cedimientos de reintegro (disposicién adicional 11.%).

Se encuentran, por ultimo, algunas amplisimas remisiones a re-
glamento en la Ley General de Subvenciones. Llama la atencién la
relativa a los premios, que ya habian sido objeto de una completa ex-
clusién del ambito de aplicacién de la Ley cuando eran otorgados
«sin la previa solicitud del beneficiario» —art. 4.a)—. Posteriormen-
te, la misma Ley permite el establecimiento por via reglamentaria de
un régimen especial de los premios, configurando a tal efecto un am-
plio campo de opciones discrecionales (disposicién adicional 10.%).
Por una parte, el objeto de la remisién a reglamento son todos los
premios, pues aunque la referencia legal comienza haciéndose a los
«premios educativos, culturales, cientificos», se afiaden también los
«de cualquier otra naturaleza»; todos los premios, en consecuencia.
Por otra parte, en cuanto al alcance de la remisién reglamentaria, si
bien empieza declardndose «que debera ajustarse al contenido de
esta Ley», inmediatamente se precisa: «salvo en aquellos aspectos en
los que, por la especial naturaleza de las subvenciones, no resulte
aplicable», enigmatica férmula que dificilmente servird para oponer
limites al ejercicio discrecional del poder reglamentario.

En el mismo sentido, sorprende también la amplitud de la remi-
sién a reglamento para el establecimiento de «las normas especiales
reguladoras de las subvenciones de cooperacién internacional» (dis-
posicién adicional 18.2,1). Dicha regulacién ha de adecuarse a la Ley
General de Subvenciones «con caracter general», «salvo que deban
exceptuarse los principios de publicidad o concurrencia u otros as-
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pectos del régimen de control, reintegros o sanciones, en la medida
en que las subvenciones sean desarrollo de la politica exterior del
Gobierno y resulten incompatibles con la naturaleza o los destinata-
rios de las mismas» (disposicién adicional 18.2.2).

A la vista de la precedente enumeracién conviene, finalmente, re-
flexionar sobre la quiebra del concepto béasico de subvencién que en-
trafia el complejo juego de excepciones del mismo. Ya la configura-
cién de un concepto basico, que merece nada menos que catorce
excepciones formalmente incluidas en la legislacion basica (arts. 2 y
4), suscita algunos interrogantes. Especialmente cuando se comprue-
ba que la larga lista de prestaciones, ayudas y pensiones no contribu-
tivas del Estado, a las que legalmente se niega el caricter de subven-
cioén (art. 2.4), encuentra facilmente correspondencia en figuras
anélogas establecidas por las Comunidades Auténomas, sin que la le-
gislacién bésica haya previsto ni permitido la misma solucién. En
todo caso, la sensacién de arbitrariedad se incrementa al comprobar
que el juego de las excepciones, totales o parciales, del concepto le-
gal de subvencién continda en las disposiciones adicionales de la
Ley, sin ninguna sistemética, con aparentes contradicciones, al albur
de decisiones carentes de explicacién. En tal contexto, quiza seria
necesario concluir que el concepto basico de subvencién no puede
ser asf establecido y que el intento legal de limitar por esta via la au-
tonomia de Comunidades Auténomas y Corporaciones Locales debe
ser considerado inconstitucional.

4. AMBITO TEMPORAL

Las coordenadas de aplicacién en el tiempo de la Ley General de
Subvenciones vienen determinadas por su incidencia en las fuentes
existentes a su entrada en vigor. Incidencia que se traduce en deroga-
ciones y en el establecimiento de un régimen transitorio.

A) Derogaciones

La Ley General de Subvenciones se enfrenta con diverso alcance
a las normas anteriores. Por supuesto, incluye una genérica férmula
derogatoria de «todas las normas de igual o inferior rango en lo que
contradigan o se opongan a lo dispuesto en esta Ley» (disposicién
derogatoria tnica, 1). A ella habra que acogerse para precisar los
efectos de la Ley sobre las normas anteriores que en la misma care-
cen de tratamiento derogatorio diferenciado, como sucede con el Re-
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glamento de Servicios (1955) en relacién con las subvenciones loca-
les. Tarea que no siempre resultara sencilla, pues ya antes diversos
contenidos del Reglamento venian siendo de problemaética vigencia.

La vigencia de las restantes regulaciones comunes sobre las sub-
venciones ha sido objeto de especifica consideracién en la Ley Gene-
ral de Subvenciones. Consideracién, sin embargo, de contenido no
homogéneo, pues junto a normas que son derogadas clara y directa-
mente hay otras cuya derogacién produce mayores problemas.

En el primer grupo cabe incluir determinados preceptos del Re-
glamento de la Intervencién General del Estado —arts. 34.1.2.°, 36.6,
37.1.b), 38bis.3, 43, 44 y 45— y de la Ley General Presupuestaria
(arts. 81 y 82, introducidos en 1990), que son objeto explicitamente
de completa derogacién —Ley General de Subvenciones: disposicién
derogatoria unica, 2.a) y 2.d)—. Ello es debido, paradéjicamente, a
que en ambos casos los respectivos regimenes estatales anteriores de
las subvenciones han sido tenidos ampliamente en cuenta en la vi-
gente normativa, que llega incluso a reproducir partes significativas
de aquellos contenidos legales. De cualquier manera, la derogacién
singular tiene el mérito de evitar problemas en la aplicacién de la
nueva Ley, al menos salvado el periodo transitorio al que méas ade-
lante se hara referencia.

Otras normas anteriores, en cambio, si bien merecen especifica
consideracién legal de su vigencia, son objeto de derogacién condi-
cionada o limitada a los aspectos que entren en contradiccién con la
nueva Ley. Asi, la derogacién se produce tnicamente «en cuanto se
oponga a lo establecido en esta Ley», tratdndose del Decreto
2784/1964, sobre justificacién de subvenciones, o del RD 2225/1993,
sobre procedimiento de concesién de subvenciones —Ley General de
Subvenciones: disposicién derogatoria, 2.b) y 2.c)—. De esta manera,
las ventajas de la derogacién singular quedan anuladas, puesto que
el alcance de la derogacién habra de ser determinado por via herme-
néutica. En relacién con el RD 2225/1993, cabe esperar una amplia
continuidad de la norma reglamentaria, al menos en lo que afecte a
las «ayudas estatales», siempre que éstas no se comprendan en el
nuevo concepto legal de subvencién (Ley General de Subvenciones:
art. 2), al que se ha hecho referencia en el anterior epigrafe.

B) Régimen transitorio

La Ley General de Subvenciones ha entrado en vigor a los tres
meses de su publicacién, es decir, el 18 febrero 2004 (disposicién fi-
nal 3.%). Sin embargo, la completa vigencia de la norma en esa fecha
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se limita a dos supuestos: «los procedimientos de control financiero,
reintegro y revisién de actos previstos en esta Ley» (disposicién tran-
sitoria 2.%.3; los procedimientos citados se regulan, respectivamente,
en los arts. 49, 41 a 43 y 36.3) y «el régimen sancionador previsto en
esta Ley, siempre que sea mas favorable al previsto en la legislacion
anterior» (disposicién transitoria 2.%.4; el régimen sancionador se
contiene en los arts. 52 a 69). No obstante, a partir de la entrada en
vigor de la Ley se habilita también al ente competente, en funcién de
la distribucién material de competencias, para aprobar en el plazo
de un afio la normativa reguladora de cada subvencién, adecuandola
al nuevo régimen juridico (disposicién transitoria 1.%.1).

La entrada en vigor completa de la nueva Ley General de Sub-
venciones queda diferida al plazo del afo posterior, el 18 febrero
2005, salvo para las subvenciones cuya normativa haya sido adapta-
da a la nueva Ley dentro de ese afio, que se someterdan a la misma
desde la entrada en vigor de la correspondiente adaptacién. Asi re-
sulta del establecimiento del plazo de un afio para «la adecuacién
de la normativa reguladora de las subvenciones al régimen juridico
establecido en la misma» (disposicién transitoria 1.2.1), plazo que
coincide con el previsto para aprobar el Reglamento General de
aplicacién de la Ley (disposicién final 3.%.1), ordendndose que si en
dicho plazo «no se procediera a la adecuacién de la normativa regu-
ladora de las subvenciones, esta Ley serad de aplicacién directa» (dis-
posicién transitoria 1.2.2). Los procedimientos de concesién de sub-
venciones seguiran el régimen vigente al inicio de los mismos
(disposicién transitoria 2.?).
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